
“Integridad y ética para el control” 

Escuela Nacional de Control 

Contraloría de la República Perú 

Módulo V y VI: Ética de los sectores Público y Privado, Prevención de la 

Corrupción y Buen Gobierno.  

                                                                                                                                            
El compliance en el ámbito público (Los marcos de integridad organizacional).  

©Manuel Villoria 

Manuel Villoria 

I. Introducción 

Como quiera que no podemos confiar en la buena fe, el desarrollo moral y en las virtudes 

de nuestros servidores públicos apriorísticamente, y como conocemos que los incentivos, 

las oportunidades y los riesgos pueden provocar conductas inmorales hasta en personas 

normalmente decentes, es preciso establecer normas, procesos y órganos en todos los 

pilares del sistema social y  político, y también dentro de cada organización pública, que 

prevengan conductas inmorales y promuevan la ética. En suma, para fomentar la 

integridad de los servidores públicos es muy importante crear marcos de integridad, en 

los que normas, procesos adecuados y estructuras de gestión eficaces contribuyan 

conjuntamente a prevenir la corrupción y fomentar la ética. Vamos a explicar el modelo 

que la OCDE considera más apropiado en las páginas que siguen, eso sí, con un conjunto 

de adaptaciones y enriquecimientos que se consideran necesarios para nuestro entorno.  

Se trata de un modelo que considera la clave de su éxito no la mera formalización del 

marco, sino su efectiva implementación y su constante monitoreo y evaluación para la 

mejora. De esta forma, lo que el sistema permite es una continua mejora, pasándose de 

implantar mecanismos anticorrupción a consolidar instrumentos, procesos y estructuras 

que fomentan la integridad. Este marco de integridad implica la capacidad de incluir en 

el sistema organizativo todos los componentes esenciales del subsistema de integridad y, 

además, conectar el resto de subsistemas con el de integridad, de manera que la 

promoción de la ética sea parte de toda la actividad de la organización sin que los 

diferentes subsistemas se desvíen de sus objetivos específicos. Se trata de fomentar una 

gestión ética en la organización y hacerlo de forma holística e integrada. La Gestión Ética 

en la entidad pública implica entender a la organización como un sistema que 

internamente está integrado por subsistemas, que como un todo interactúa con otros 

sistemas dentro de su entorno inmediato, y que dirige sus acciones también hacia la 

implementación de los principios y valores éticos, con el consiguiente mejoramiento de 

las condiciones de vida de la población y la generación de confianza en todos los públicos 

con los que se relaciona.  



Van Tankeren y Montfort (2012) afirman que la política de integridad se puede describir 

como el conjunto de intenciones, elecciones y acciones diseñadas para promover y 

proteger la integridad dentro de organizaciones. Ese conjunto puede involucrar una 

amplia gama de iniciativas e instrumentos, que idealmente será una combinación de 

'software' (cultura ética), 'Hardware' (reglas y procedimientos), y un 'sistema operativo' 

(organización y coordinación de políticas de integridad). Siguiendo a Huberts y Hoakstra 

(2016, p. 16), el software incluye medidas destinadas a influir positivamente en la cultura 

ética dentro de la organización. Están diseñadas para la internalización de los valores 

públicos. Contribuyen a una cultura marcada por la apertura, la seguridad, el respeto 

mutuo y la confianza. Los gerentes/mandos juegan un papel particularmente importante 

en esta dimensión de las políticas. Los ejemplos del 'software' incluyen: cursos 

introductorios sobre ética, cursos de capacitación en la solución de dilemas morales y la 

generación de códigos de conducta. Pero la cultura y los valores dentro de la organización 

deben ser respaldados por un conjunto claro de reglas, procedimientos y pautas. 

Supervisión, control y la garantía de la aplicación forman el 'hardware' de las políticas de 

integridad. Los departamentos financieros, legal, de auditoría y de recursos humanos 

desempeñan un papel importante en esta parte. Procedimientos para la adquisición y 

contratación de bienes y servicios, la regulación y control de los trabajos secundarios, así 

como los informes e investigaciones basados en procedimientos de control y 

sancionadores son ejemplos de controles duros. Finalmente, las políticas de integridad 

deben basarse en una visión compartida. Las medidas (ambas, las suaves y duras) debe 

ser coherentes y estar interconectadas con el fin de ser eficaces. Las políticas también 

deben ser institucionalizadas e integradas. Otros aspectos importantes del 'sistema 

operativo' incluyen monitoreo, evaluación y análisis de riesgos. Además, los responsables 

oficiales de integridad juegan un papel importante organizando y coordinando la 

integridad dentro de las organizaciones. De ahí que definir sus puestos, protección y 

responsabilidades sea esencial. Los tres elementos combinados forman la base de la 

gestión de integridad en el nivel organizacional (que es en el que nos centraremos). La 

gestión de la integridad se define como el esfuerzo consistente y sistémico de una 

organización enfocado a promover la integridad. La institucionalización de la integridad 

es un elemento específico de su gestión, que se refiere al proceso de avance de su 

sostenibilidad, ya que el cuidado de la integridad debe ser continuo en lugar de incidental. 

Esto implica asegurar, anclar, integrar y salvaguardar la integridad de la organización. 

II. Las estrategias.  

Para gestionar adecuadamente la integridad es preciso realizar y encontrar la mejor 

respuesta a dos tipos de debates. El primero es el de si nos centramos en las manzanas 

podridas o en el barril en su conjunto. Obviamente, no podemos dejar de sancionar las 

conductas corruptas o antiéticas individuales, pero si no se analiza y estructura bien el 

sistema de incentivos y desincentivos a la integridad no se resolverá casi nada.  Muy a 

menudo las conductas antiéticas surgen de fenómenos de normalización organizacional 

perversos, que incluyen tres tipos de procesos. En primer lugar, la institucionalización, 

en la que una decisión corrupta o no ética se adopta en un momento y queda inserta en 

las estructuras y procesos y a partir de ahí se rutiniza. Segundo, mediante la 

racionalización, en la que relatos e ideas al servicio de los corruptos se desarrollan para 

justificar e, incluso, valorizar la corrupción. Tercero, mediante la socialización, a través 

de la cual se induce a ver la ausencia de integridad como normal e, incluso, deseable a 

los recién llegados. Para evitar que se produzca este proceso de deslizamiento es 

importante introducir medidas que reduzcan riesgos en las organizaciones y no sólo 

centrarnos en castigar las conductas anti-productivas o no éticas. 



Ahora, pasamos al segundo debate. Existen dos posibles estrategias a la hora de definir 

políticas de integridad, una centrada en el control, el cumplimiento y la administración 

de consecuencias, y otra centrada en la generación de cultura moral y la promoción 

de valores éticos (Huberts y Hoekstra, 206, pp. 19 y ss.).  La conclusión al respecto, tras 

analizar múltiples prácticas, es la de que la mejor estrategia es conseguir un delicado 

equilibrio entre los dos enfoques a la hora de diseñar el marco de integridad (Maesschalck 

2004). El enfoque basado en normas enfatiza la importancia de los controles externos 

sobre la conducta de los servidores públicos; por ello, prefiere la creación de reglas 

formales y procedimientos detallados, dado que asume que los servidores públicos 

necesitan una presión externa para que actúen éticamente. Los instrumentos típicos de 

este enfoque serían los códigos de conducta muy detallados con procedimientos estrictos 

y sanciones para asegurar el cumplimiento de las normas. El enfoque basado en valores 

enfatiza los incentivos positivos y la guía moral. En este enfoque se asume que los 

empleados ya están intrínsecamente motivados para actuar éticamente. Los instrumentos 

típicos de este enfoque serían las sesiones de formación interactivas, los códigos basados 

en valores y principios generales o el coaching individual. En suma, el comportamiento 

ético es promovido fortaleciendo la competencia moral de los empleados, enseñándoles 

a determinar qué decisiones son responsables y éticas, formándoles en valores y en la 

gestión de dilemas éticos. Parte de una consideración de los seres humanos como capaces 

de autoguiarse mediante valores y principios y de sentir la presión social de sus líderes y 

compañeros para que actúen éticamente.  

Durante bastante tiempo se consideró que sólo el modelo de control, cumplimiento y 

sanción podía funcionar, pero desde hace un tiempo se ha puesto de moda el modelo 

centrado en valores y cambio cultural. El mejor ejemplo de este último ha sido 

precisamente Holanda. Sin embargo, investigaciones recientes vienen insistiendo en que 

una estrategia basada en el valor sin normas claras y sanciones no tiene verdadera 

eficacia. Es preciso dejar claro al empleado qué puede hacer y qué no, también es 

importante ayudar a los jueces con normas claras cuando se quiere perseguir la 

corrupción.  Por todo ello, la evidencia existente sobre los instrumentos sugiere que un 

equilibrio de los enfoques basados en el cumplimiento y en los valores puede funcionar 

mejor (Huberts, 2014, 179). La OCDE también enfatiza que: 'El equilibrio debería 

mantenerse y se debería ser consciente de los peligros que genera un cambio demasiado 

entusiasta y radical hacia el enfoque basado en valores '(OCDE, 2009, 13). 

III. Los marcos de integridad 

1. Introducción y relación con el marco de integridad nacional 

A continuación, desde un enfoque mixto, se va a proceder a exponer el modelo general y 

después a ir analizando cada uno de los componentes esenciales de un marco de integridad 

y generando criterios sobre cómo desarrollarlos e implementarlos en nuestras 

organizaciones. No hay que olvidar que cada instrumento forma parte de un proceso 

colectivo que requiere que todos sus componentes estén presentes en el subsistema y que 

todos ellos contribuyan a que las distintas fases del proceso se implementen. Finalmente, 

debe existir un órgano o diversos órganos que aseguren que el subsistema de integridad 

se ejecuta, se adapta a los cambios y se evalúa.   

El modelo de la OCDE de marcos de integridad (integrity frameworks) tiene un enfoque 

organizacional. La razón fundamental de este enfoque es que la implantación real de las 

medidas e instrumentos de integridad se realiza en cada organización, no en el abstracto 

sistema. Por ello, la OCDE (Maesschalck & Bertok 2009) ha diseñado un marco que 



debería ser asumido por todas las organizaciones públicas de un país e implantado de 

forma coordinada y sistémica. Un marco de integridad implica una gestión de la 

integridad del marco y una integridad del contexto. La gestión de la integridad del marco 

de una organización se refiere al conjunto de instrumentos que fomentan la integridad, 

tomando en consideración su interdependencia, así como al conjunto de procesos y 

órganos que los implantan y actualizan. La integridad del contexto de una organización 

se refiere al conjunto de los factores, distintos de los propios de la gestión de la integridad, 

que pueden tener un impacto sobre la integridad de los servidores públicos de la 

organización. El contexto es interno y externo a la organización, sobre el contexto externo 

no hay un control por parte de la organización, pero debe ser considerado. 

Este marco de integridad implica la capacidad de incluir en el sistema organizativo todos 

los componentes esenciales del subsistema de integridad y, además, conectar el resto de 

subsistemas con el de integridad, de manera que la promoción de la ética sea parte de toda 

la actividad de la organización sin que los diferentes subsistemas se desvíen de sus 

objetivos específicos. Se trata de fomentar una gestión ética en la organización y hacerlo 

de forma holística e integrada. En la Tabla 1 se puede comprobar que entre los elementos 

esenciales de un marco de integridad se encuentran, como instrumentos clave, los códigos 

éticos, las evaluaciones de riesgos de integridad, la formación en ética a los servidores 

públicos de la organización, el establecimiento de un sistema de consultas para problemas 

o dilemas éticos de los empleados (con los comités de ética), sistemas de denuncias de 

casos de corrupción, fraude, abuso o ineficiencias (con sistemas de protección a los 

denunciantes), sistemas de gestión de los conflictos de interés e incompatibilidades, 

normas de transparencia, sistemas de detección e investigación de conductas 

antiproductivas,  administración de encuestas de clima ético entre los empleados.  Por 

otra parte, en el área de procesos es importante que todos los elementos del proceso de 

promoción de la integridad sean considerados y adecuadamente gestionados. Así, hay que 

determinar y definir integridad, para lo cual los códigos éticos cumplen una labor 

esencial. Pero también hay que guiar hacia la integridad, lo cual exige la presencia de 

programas de formación en ética y el establecimiento de sistemas de asesoramiento y 

apoyo para los empleados públicos.  Tampoco puede obviarse la labor de control, que 

exige generar sistemas de detección e investigación de conductas presuntamente 

contrarias a los códigos éticos y a las normas de incompatibilidades y conflictos de 

interés, para abrir, en su caso, los procedimientos correspondientes. Todo ello nos lleva a 

la ineludible necesidad de sancionar e imponer medidas represivas contra los 

incumplimientos, de forma que se eviten impunidades y se marquen las líneas rojas que 

ningún servidor público debe traspasar.  Ello exige que las normas generales, los propios 

códigos y las normas de conflictos de interés establezcan los procedimientos en caso de 

incumplimiento y las sanciones. Finalmente, es necesario evaluar el éxito o fracaso en las 

medidas adoptadas, para lo cual, las encuestas de clima ético, además de otros 

instrumentos propios de la evaluación, son necesarios. Todos estos procesos requieren, 

para su seguimiento e implantación, de órganos competentes, suficientemente autónomos 

y protegidos de las decisiones partidistas.  Pueden ser Comités de ética, agentes 

responsables de la integridad, oficinas de ética…lo importante es que su personal sea 

seleccionado con criterios de mérito y competencia y que dispongan de medios suficientes 

para desarrollar su trabajo, además de gozar de una independencia suficiente para 

garantizar su imparcialidad.  

Junto a los elementos esenciales, hay elementos complementarios que coadyuvan al éxito 

del marco de integridad, aunque sus finalidades exceden el mismo. Así, una política de 

recursos humanos adecuada es esencial para evitar oportunidades e incentivos a la 



corrupción.  Por una parte, a través de políticas de atracción, selección, evaluación, 

carrera y disciplina adecuadas, que permitan evitar la llegada y/o permanencia en la 

Administración de personas con bajo nivel de desarrollo moral. Por otra, con políticas de 

liderazgo basado en el ejemplo y un riguroso control del comportamiento de los directivos 

públicos. Cuando las políticas de recursos humanos permiten la percepción de inequidad, 

o quiebran el contrato psicológico entre empleados y organización los resultados pueden 

ser muy negativos.  

También son importantes las normas de contratación pública, las normas de planificación 

y presupuestarias, los sistemas de control interno y externo, o los modelos de gestión de 

calidad con sus indicadores y controles propios. Todos ellos ayudan a que los 

instrumentos específicos de integridad funcionen adecuadamente. En todo caso, estos 

elementos complementarios deben ser evaluados para comprobar su impacto sobre la 

integridad y la prevención de corrupción, generando procesos de monitoreo que den 

inputs apropiados al sistema de integridad strictu sensu. Finalmente, sólo con los órganos 

adecuados estos instrumentos complementarios podrán cumplir su papel esencial y el 

complementario. Unos órganos de gestión de recursos humanos y de contratación 

técnicamente competentes y protegidos de las presiones políticas, o unas oficinas 

presupuestarias con el rigor y la capacidad adecuada son imprescindibles.  

También son importantes las normas de contratación pública, las normas de planificación 

y presupuestarias, los sistemas de control interno y externo, o los modelos de gestión de 

calidad con sus indicadores y controles propios. Todos ellos ayudan a que los 

instrumentos específicos de integridad funcionen adecuadamente. En todo caso, estos 

elementos complementarios deben ser evaluados para comprobar su impacto sobre la 

integridad y la prevención de corrupción, generando procesos de monitoreo que den 

inputs apropiados al sistema de integridad strictu sensu. Finalmente, sólo con los órganos 

adecuados estos instrumentos complementarios podrán cumplir su papel esencial y el 

complementario. Unos órganos de gestión de recursos humanos y de contratación 

técnicamente competentes y protegidos de las presiones políticas, o unas oficinas 

presupuestarias con el rigor y la capacidad adecuada son imprescindibles.  

Para completar el cuadro, no podemos obviar, como dijimos antes, que el contexto en el 

que se sitúa la organización también es importante. El contexto interno se refiere al 

contexto dentro de la organización. Es decir, todos aquellos actores y factores que pueden 

afectar a la integridad de los miembros de la organización, pero que no forman parte del 

aparato de la gestión de la integridad como, por ejemplo, la percepción que los miembros 

de la organización tengan de la equidad con la que funcione internamente la organización, 

su nivel de motivación, su percepción de la organización. De este modo, en 

organizaciones donde los trabajadores tengan una percepción negativa sobre la equidad 

del sistema o sobre la información existente, o sobre la retribución por el esfuerzo 

aportado, tendrán una mayor probabilidad de que su comportamiento se aleje de las 

exigencias de la integridad.  Por ejemplo, cierta forma de organizarse puede favorecer la 

irresponsabilidad o la mentira. Si, además, frente a ello, la organización no responde, se 

manda un mensaje claro a los empleados: la mentira es recompensada (Sánchez 

Fernández, 2011).  

Por otra parte, es necesario conocer el contexto externo de los actores y factores del 

medio ambiente más amplio del sector público en general y que están más allá del ámbito 

de control de la organización, pero que pueden tener un impacto importante sobre la 

gestión de integridad y sobre la propia integridad de sus miembros. Algunos ejemplos son 



las leyes y las prácticas sobre la financiación de los partidos y las elecciones, la regulación 

de las actividades de lobbying, la implicación de algunos sectores externos interesados 

(ciudadanos, empresas, medios de comunicación, etc.) en el desarrollo de las medidas de 

fomento de la integridad, etc. Cuando el marco nacional de integridad funciona bien, 

entonces es más fácil que nuestra organización funcione bien, cuando el marco nacional 

es débil o funciona claramente mal, entonces nuestras organizaciones tienen más 

dificultades para poder actuar honestamente.  

Tabla 1. Marco de integridad organizacional de la OCDE 

MARCO DE INTEGRIDAD OCDE 

Gestión del Marco de integridad Contexto de integridad 

Esenciales Complementarios Interno Externo 

Instrumentos Procesos Estructuras Instrumentos Procesos Estruc- 

Turas 

Clima 

laboral 

Partidos políticos, 

Parlamento, 

Sistema judicial, 

Tribunal de 
Cuentas, Defensor 

del Pueblo, Policía, 

Fiscalía, Medios 

de comunicación,, 

otros gobiernos, 
instituciones 

internacionales, 

sector privado, 

etc…  

Códigos, 
evaluaciones 
de riesgos, 
formación, 
gestión de los 
conflictos de 
interés, 
consultas de 
ética,  normas 
de 
transparencia, 
inspecciones 
internas, 
política de 
denuncias, 
encuestas de 
clima ético, 
etc… 

 

Determi-

nar y 

definir 

integridad 

Guiar 

hacia la 

integridad 

Controlar 

Sancionar 

e imponer 

Evaluar 

Responsables 

de  la gestión 

de la 

integridad.  

Comités u 

oficinas de 

ética, 

inspectores 

internos… 

  

. 

Evaluación del 

sistema de 

RR.HH 

Procedimientos 

de contratación 

Gestión 

Presupuestaria 

Gestión de la 

calidad 

 

Control interno 

y externo 

Procesos y 

medidas 

implantadas 

Qué ha 

pasado 

Quién 

evalúa 

Cómo 

evaluar 

Cómo 

asegurar 

impacto 

Gestores 

de 

RR.HH 

 

Interven- 

tores, etc 

Fuente: OCDE 2009 y elaboración propia. 

Un marco nacional de integridad incluye en el diseño, además de al ejecutivo, a los 

poderes legislativo y judicial, e incorpora un programa de desarrollo de la cultura cívica 

del país correspondiente. Buen gobierno en sentido amplio implica buen Estado y buena 

sociedad (Villoria, 2011; Rosanvallon, 2015). Cambiar la cultura cívica es importante, 

generar las adecuadas preferencias entre la ciudadanía, promover la confianza, construir 

capital social son actuaciones esenciales para crear una cultura de la legalidad. También 

es importante considerar al sector privado, promoviendo el desarrollo de políticas de 

responsabilidad social corporativa, estableciendo la responsabilidad criminal de las 

empresas, sancionando duramente al corruptor y no solamente al corrupto. Desde luego 

que los partidos y movimientos políticos son también parte esencial en la formulación de 

una política de integridad global (de la que la integridad de la Administración es solo una 

parte). Y cómo no, los medios de comunicación deben mantener una política de combate 

contra la corrupción objetiva y basada en información veraz.  

Los pilares de un buen sistema nacional de integridad (ver figura 1) son, siguiendo a Pope 

(2000): la voluntad política en el ejecutivo de prevenir y combatir la corrupción; un sector 



público competente, objetivo e imparcial, con adecuados sistemas de contratación y 

distribución de subvenciones; la existencia de un Parlamento activo en la promoción de 

buena gobernanza y en el combate contra la corrupción; un eficaz sistema de auditoría y 

control contable y financiero; partidos políticos comprometidos con la lucha 

anticorrupción y que se financian limpiamente; un poder judicial independiente e 

imparcial, además de competente en la lucha anticorrupción; una fiscalía y fuerzas y 

cuerpos de seguridad con la garantía de medios e imparcialidad para poder desarrollar su 

labor; una defensoría del pueblo y/o varios sistemas de defensa del ciudadano frente a 

abusos y mal funcionamiento del servicio público; un organismo central en la promoción 

de medidas de prevención de la corrupción; unos medios de comunicación que se toman 

en serio la corrupción y la combaten con la investigación y la denuncia; una sociedad 

civil bien informada e implicada en la lucha contra los abusos de los poderes públicos y 

privados; y un sector empresarial honesto y responsable. Cada uno de los pilares puede 

ser evaluado teniendo en cuenta tres dimensiones: (1) la capacidad general de 

funcionamiento de la institución, (2) su propia gobernabilidad interna en términos de 

integridad, transparencia y rendición de cuentas, (3) su papel en la contribución a la 

integridad general del sistema de gobernabilidad nacional. Y cada una de las dimensiones 

hay que analizarla considerando lo que dice la norma y, también, lo que dice la práctica, 

la realidad de cada día.  

Figura 5.4: Marco de indicadores del Sistema Nacional de Integridad  
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1 En la dimensión vinculada con el “papel”, los indicadores varían según el pilar, ya que los diferentes pilares 
desempeñan roles distintos en el sistema nacional de integridad. 
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Fuente: El Marco Institucional de Integridad en España: Situación Actual y Recomendaciones. Ed, Tirant lo Blanch. Valencia,  

2012 

 

2. Los elementos esenciales de los sistemas de integridad en las organizaciones 

públicas 

A partir de ahora (tabla 2), el camino a seguir va a ser el de ir definiendo las fases del 

proceso y, en relación con cada una ir situando los distintos instrumentos. Finalmente 

analizaremos la estructura idónea de gestión del sistema en sus componentes esenciales.  

Tabla 2. Componentes del marco organizacional de integridad 

Esenciales 

Instrumentos Proceso Estructura 

Códigos,  

encuestas de diagnóstico,  

formación,  

consultas de ética,   

evaluaciones de riesgos,  

política de denuncias, 

prácticas de gobierno abierto,  

gestión de los conflictos de 

interés,  

inspecciones internas, 

auditoría y evaluación. 
 

Determinar y definir 

integridad 

Guiar hacia la 

integridad 

Controlar 

Sancionar e imponer 

Evaluar 

Responsable de la 

gestión de la integridad 

Comité de ética  

. 

Fuente: OCDE 2009 y elaboración propia  

2.1. Fases procedimentales e instrumentos 

Fase 1. Determinar y definir integridad 

El primer paso en la construcción del marco de integridad de cada organización consiste 

en determinar y definir qué entendemos por integridad.  Para ello, es necesario definir un 

deber ser y, a partir del análisis, diagnosticar cómo se encuentra nuestra organización con 

relación al mismo. Por ello, los instrumentos esenciales que incorporar a esta fase son 

dos, los códigos éticos y las encuestas de diagnóstico del clima ético. Como quiera que 

para los códigos éticos usaremos una unidad didáctica propia, a ella nos remitimos.  

A. Diagnóstico de clima ético 



El clima ético forma parte de los distintos climas laborales de las organizaciones, tiene 

especial relación con el denominado clima organizativo, pero no es lo mismo. El clima 

ético no se refiere tanto a la estructura general de la organización, sino al razonamiento 

ético existente en ella y a la percepción del funcionamiento de las estructuras que 

promueven la integridad en tal entorno. Victor y Cullen (1987, p. 51-52) lo definen como 

las percepciones compartidas en una organización de lo que es éticamente correcto y de 

cómo los dilemas éticos deben ser resueltos.  

Así como las percepciones del clima organizativo permiten a los empleados conocer las 

conductas y actitudes que son esenciales y que serán premiadas en la organización, el 

clima ético va más allá y sus percepciones permiten a los empleados conocer qué 

problemas éticos son los que se afrontan realmente por la organización y qué tipo de 

criterios morales son usados para hacer frente a esos dilemas, de forma que ellos actúen 

en consecuencia. Por ello, los climas éticos nos permiten conocer los sistemas normativos 

que guían la toma de decisiones organizativa y las respuestas del sistema a los dilemas 

éticos (Victor y Cullen, 1988). Si el sistema normativo está basado en el egoísmo, 

probablemente numerosos dilemas éticos ni siquiera serán considerados como tales o, si 

son considerados, los criterios consistentes para afrontarlos se basarán en el interés 

personal. Esto explica que el clima ético influya muy directamente en las conductas 

morales de los empleados; por ejemplo, no permitiendo ver cierto dilema moral existente 

o incentivando conductas fraudulentas si el relativismo permea la toma de decisiones y 

las respuestas a actuaciones indebidas son inexistentes. Los datos empíricos soportan 

estas ideas de forma bastante consistente: climas éticos benevolentes incentivan la entrega 

y climas egoístas desincentivan tal entrega (Cullen, Praveen y Victor, 2003).  

De acuerdo con la famosa tipología de Victor y Cullen (1987), el clima ético de una 

organización puede ser de tres tipos: egoísta, benevolente y basado en principios. Así, en 

una organización que tiene una ética egoísta, los empleados tenderán a actuar de forma 

coherente con ella y ante un dilema ético optarán por su interés particular en el asunto. 

Si, por el contrario, el clima ético fuera de principios, entonces los dilemas éticos los 

resolverían siguiendo los códigos éticos y las normas y leyes reguladoras de los mismos.  

Un clima benevolente, finalmente, daría lugar a respuestas basadas en el interés colectivo 

de los miembros de la organización y de la organización misma (su reputación, por 

ejemplo). El concepto de medio ambiente ético, en suma, expresa el desarrollo de una 

conciencia ética en una organización y su integración en la cultura, las prácticas diarias y 

las instituciones internas. Para comprobar el estado de clima ético es preciso administrar 

cuestionarios donde, a través de una serie de preguntas cerradas, a responder 

preferentemente a través de una escala tipo Likert, se inquiera a los empleados de esa 

organización sobre variables clave para el desarrollo ético2, por ejemplo: cuáles son sus 

prioridades personales frente a dilemas éticos, cuál es el sistema real de valores 

reconocido e integrado en la organización, los espacios de riesgo moral y su percepción 

de cómo se gestionan en la entidad, por ejemplo, las relaciones con contratistas, la 

reacción de los dirigentes ante la existencia de conflictos de interés, los instrumentos de 

rendición de cuentas y transparencia existentes y cómo funcionan, o la justicia percibida 

 
2 Para garantizar que los datos que arroje el diagnóstico de clima ético sean confiables, se necesita 

recoger la opinión de una cantidad de servidores públicos que, desde el punto de vista estadístico, 

representen al conjunto de toda la población de la entidad y de cada una de sus categorías. 

 



en el sistema de gestión de recursos humanos. En la elaboración de la encuesta debe 

tenerse como referencia lo que antes, a través de los códigos, hemos definido como 

integridad. Los resultados deben estructurarse de forma que nos muestren las 

percepciones por categorías laborales y, al menos, las áreas donde se percibe un clima 

ético que genere peligro de conductas inmorales, de cara a establecer estrategias de 

mejora en la percepción. 

Fase 2.  Guiar hacia la integridad 

Definido el deber ser y la situación de la organización con relación al mismo, procede 

reducir el gap existente a través de programas y prácticas que guíen hacia la integridad 

tal y como fue definida en los códigos. Para ello, es fundamental desarrollar cuatro tipos 

de instrumentos: programas de formación, sistemas de consultas de ética, planes de 

comunicación y estrategias de cambio cultural.    

A. Programas de formación. 3 

La formación en ética es una parte esencial de cualquier estrategia de fomento de la 

integridad o anticorrupción. La Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 

establece que las Instituciones del Estado: “promoverán programas de formación y 

capacitación que les permitan cumplir los requisitos de desempeño correcto, honorable y 

debido de sus funciones y les proporcionen capacitación especializada y apropiada para 

que sean más conscientes de los riesgos de corrupción inherentes al desempeño de sus 

funciones” (artículo 7.d). No obstante, lo importante de este enfoque, la formación en 

ética debe ir más allá de prevenir la corrupción y ha de auxiliar en la promoción de 

conductas plenamente íntegras. 

El plan de formación debe surgir del análisis del diagnóstico previamente realizado y 

debe priorizar los aspectos de mayor debilidad y las áreas de mayor riesgo, sin por ello 

descartar programas generales. Una vez realizado el diagnóstico del clima ético, la unidad 

responsable de la gestión ética (normalmente el Comité de ética) debe analizar las 

debilidades existentes, intentar definir las causas y proponerse unos objetivos de mejora, 

con unas acciones, unos indicadores, unos responsables, unos recursos y un cronograma 

de trabajo; es obvio que así surgen actividades pedagógicas dirigidas al cambio de 

actitudes y comportamientos plenamente integrados en las necesidades de la 

organización. Por ello, es fundamental, además, que la formación sea evaluada para 

identificar recomendaciones para su mejora y, sobre todo, para identificar su contribución 

al fortalecimiento de la integridad en la Administración. Las actuaciones de seguimiento 

pueden servir para apoyar el empleo del nuevo conocimiento adquirido por los 

participantes en su trabajo. Dentro de estas actuaciones se podrían incorporar planes 

 
3 Esta parte del texto se basa en una investigación realizada para la OCDE: ETHICS TRAINING FOR 

PUBLIC OFFICIALS por Manuel Villoria, Henk Bruning y Alberto Moreno de Tejada. Para la realización 

de dicho estudio se elaboró un complejo cuestionario con más de 30 preguntas y se envió a más de 20 

países (en concreto, a sus organismos anticorrupción o similares). El cuestionario se construyó 

considerando la larga experiencia de varios países en formación ética y las lecciones aprendidas de dichas 

actividades, pero también la literatura sobre gestión de RRHH y la investigación sobre corrupción y 

gestión pública realizada por la OCDE. 

 
 



éticos individuales o grupales de acción para los participantes y coaching en el lugar del 

trabajo. 

B. Asesoramiento en ética 

Los códigos pueden crear algunos malentendidos que es necesario aclarar. Por ejemplo, 

pueden dar la impresión de que contienen todas las normas y que todo lo que no esté 

prohibido es admisible. A veces, pueden simplificar en exceso las situaciones y, 

finalmente, crear la impresión de que una vez reguladas ciertas conductas y establecidos 

los estándares de conducta este hecho queda definido por siempre, cuando la realidad 

social constantemente evoluciona y los estándares no pueden quedar al margen del 

cambio social. Los códigos generan estándares que son fruto de la autorregulación y que 

implican reglas generales que sirven para guiar la acción, pero no pueden ser una 

compilación completa de todas las posibles actividades prohibidas o exigidas a los 

empleados públicos. 

Por esta razón, el Código ético necesita un buen sistema de apoyo y consejo 

personalizado, con personal competente para dar consejos sólidos y coherentes. Esto nos 

conecta con el papel del Comité de ética del que posteriormente hablaremos. Todo 

directivo o empleado que tenga un dilema moral debería poder presentar sus preguntas al 

Comité de BG y ética u órgano competente, de forma que se le garantice confidencialidad. 

Estas preguntas deben dar lugar a resoluciones que auxilien al demandante de ayuda y, 

cuando tengan un mínimo de relevancia, deberán ser publicadas e incorporadas al Código 

como adendas interpretativas que auxiliarán en la lectura e interpretación de las normas. 

En Francia, a partir de la Ley 2016-483 de abril de 2016, todos los funcionarios tienen 

derecho a consultar  un “referente deontológico” que les aporte consejos útiles en relación 

con sus obligaciones deontológicas (artículo 28bis). 

C. Planes de comunicación 

Una vez realizado el diagnóstico del clima ético tal y como indicamos antes para la 

generación de planes de formación, la unidad responsable de la gestión ética 

(normalmente el Comité de ética) procederá también a generar acciones comunicativas 

adecuadas a los hallazgos realizados. Por acciones comunicativas entendemos todas 

aquellas actividades de intercambio de mensajes que pretenden construir significado y 

sentido compartido sobre los principios, valores y actuaciones éticas en el servicio 

público. Comprende la realización de eventos, la utilización de medios y las interacciones 

conversacionales4. Este plan de comunicación debería ser incluido en el sistema. 

D. Estrategias de cambio cultural 

Las estrategias de cambio cultural pretenden transformar la forma en que los servidores 

públicos asumen su rol y el papel de la organización. Se trata de generar unas asunciones 

básicas que, merced al ejemplo directivo y al éxito mostrado por la organización al 

afrontar retos externos y retos de integración internos, dejen claro a los empleados cual 

es la forma de pensar, actuar y sentir en la organización frente a los dilemas morales.  Para 

ello, se pueden generar toda una serie de estrategias que, por ejemplo, en Colombia se ha 

diseñado de forma integrada con una caja de herramientas específica.  

Fase 3. Controlar 

 
4 Ver Modelo de Gestión Ética para Entidades del Estado (Colombia): pp. 241 y ss 



La labor de control de las conductas desviadas de los patrones morales es esencial para 

asegurar un comportamiento ético en las organizaciones. A efectos de realizar tal labor 

existen cinco instrumentos pertinentes: evaluaciones de riesgos, política de denuncias, 

prácticas de gobierno abierto, gestión de los conflictos de interés, inspecciones internas.  

A. Evaluaciones de riesgos.  

La evaluación de riesgos de corrupción es una parte fundamental del marco de integridad. 

En el ámbito de los procesos de integridad es importante monitorear la integridad y 

detectar posibles riesgos. Gracias a estas técnicas se puede anticipar dónde la honestidad 

está en peligro o puede ser comprometida. Para ello, identifica las áreas y los procesos 

donde hay riesgo. Además, dada su naturaleza de mejora continua, y la búsqueda de 

evolución y actualización permanente, introduce controles internos para su readaptación, 

evitando así que la renovación de las estrategias de los corruptos triunfe.  

La evaluación de riesgos de corrupción es parte de la filosofía y la práctica de las 

evaluaciones de riesgo que se dan en general en las grandes organizaciones y que tiene 

en parte su origen en los procesos de estandarización vinculados a la Gestión de la Calidad 

Total. Por ejemplo, ya hace unos años, la ISO/DIS 31000 desarrolló principios y guías 

para la implementación adecuada de la evaluación de riesgos. 

Para trabajar adecuadamente un análisis de riesgos a la integridad es preciso generar un 

grupo interdisciplinar que trabaje eficazmente junto. Se debe realizar un diagnóstico, con 

la matriz correspondiente. Es preciso analizar los riesgos hallados en función de la 

posibilidad de que el riesgo se convierta en realidad y de que el impacto sea mayor o 

menor. A partir de ese análisis se deben priorizar riesgos. Hecho esto, se pasa a la fase de 

identificación de las herramientas para hacer frente al riesgo, con la consiguiente 

estrategia de acción frente a las lagunas de protección. Todo ello finaliza con el 

monitoreo, la evaluación y la adaptación posterior. Cuando se analizan riesgos se puede 

comprobar que hay riesgos comunes a todas las organizaciones públicas (contratación, 

recursos humanos, gestión de licencias…) y que hay riesgos muy especiales (por ejemplo, 

en aduanas, policía, etc.) 

De acuerdo con la Independent Commission Against Corruption of New South Wales 

(Australia), las áreas de riesgo de corrupción fundamentales en las organizaciones 

públicas serían: 

1. Donde hay pagos en metálico.  

2. Donde hay acuerdos regulares y periódicos con el sector privado.  

3. Donde hay inspecciones, regulaciones o monitoreo de procesos, productos, equipos, 

instalaciones en el sector privado.  

4. Los proyectos de construcción.  

5. Las subvenciones. 

6. La concesión de licencias y cualificaciones a personas.  

7. La imposición de sanciones o multas.  

8. La provisión de servicios en los que la demanda es mucho mayor que la oferta.  

9. La concesión de ayudas, subsidios, ayuda financiera, concesiones a personas con necesidades.  



10. La provisión de ayudas o asistencia a personas con discapacidades  

11. Los análisis de sangre, orina o de otro tipo de personas o animales.  

12. La resolución de disputas entre particulares.  

13. La venta de tickets.  

14. Provisión de servicios a inmigrantes.   

15. La recalificación de terrenos para construcción o la autorización de desarrollos urbanísticos. 

16. Producción de licencias y documentos obligatorios como las licencias de conducción, 

pasaportes, certificados de nacimiento, etc.   

17. La gestión de inventarios de bienes muebles o inmuebles públicos.  

Un modelo de matriz para análisis de riesgos puede ser la que se añade aquí, elaborada 

por la Unión Europea (tabla 3).  

Tabla 3: Matriz de evaluación de riesgos de integridad.  

												Áreas	
	
Riesgos	

Permisos	
y	
licencias	

Recolección	
de	pagos	o	
tasas	

Subvenciones,	
convenios		o	
subsidios	

Contratación:	
preparar,	
otorgar,	

controlar	

Pagar	 Inspecciónar	 Ejecutar	 Resolver	
recursos	

Archivos		

Contactos	con	
terceras	partes		

	 	 	 	 	 	 	 	 	

Conflictos	de	
interés	

	 	 	 	 	 	 	 	 	

Contacto	con	
información	

confidencial	

	 	 	 	 	 	 	 	 	

Utilización	de	
materiales	
(coches,	dinero	

en	metálico,	etc)	

	 	 	 	 	 	 	 	 	

Conducta	
inapropiada	sin	
control	

	 	 	 	 	 	 	 	 	

Monopolio	en	

toma	de	
decisiones	

	 	 	 	 	 	 	 	 	

Posición	de	
poder	o	control	

	 	 	 	 	 	 	 	 	

Discrecionalidad	

elevada		

	 	 	 	 	 	 	 	 	

…	 	 	 	 	 	 	 	 	 	

	  

Una vez rellena la matriz, que obviamente puede dividirse por procesos y subprocesos de 

forma muy exhaustiva, es preciso analizar las medidas existentes para evitar que tales 

riesgos se materialicen en la realidad. Para el análisis de las medidas existentes, hay que 

distinguir:  

1. Las de prevención, que se toman previamente para evitar riesgos, pero no hay garantía 

de que se cumplan siempre. Incluyen: A. Las medidas generales, que coinciden con lo 

avanzado sobre el subsistema de integridad: Regulaciones sobre integridad y conflictos 

de interés; Regulaciones sobre contratos, presupuestos, contabilidad; Códigos de 

conducta; Normas de función pública/laborales; Sistemas de gestión de RR.HH que 

aseguren imparcialidad y promuevan integridad; Gestión de la información y 

transparencia; Liderazgo ejemplar. B. Medidas específicas por áreas, por ejemplo: Doble 

firma y principio “four eyes”; Rotaciones; Separación de funciones… 



2. Las de detección, para capturar las quiebras de legalidad/integridad en caso de que 

ocurran. Incluyen: A. Medidas generales: Sistemas sucesivos de reporte interno, por 

ejemplo,  jefe inmediato, gestores de denuncias, representantes del personal…; Puntos de 

contacto/control centrales a la Administración, con los interventores, inspectores 

internos; central de quejas o denuncias…; Puntos de reporte externos: policía y fiscalía; 

Puntos de contacto/control externos: Tribunales de cuentas, auditorías externas; Sistemas 

de alerta: bases de datos, algoritmos, etc. 

3. Las de reacción, con las respuestas existentes a las quiebras de legalidad/integridad. 

Incluyen: A. Medidas generales: Formación; Sistemas de guía y consejo; Política de 

sanciones internas: disciplinarias y de carácter ético; Política de sanciones externas: 

judicial 

Todas estas medidas deben ser analizadas con relación a los riesgos existentes. Siguiendo 

el camino marcado al inicio, la fase siguiente es la de determinar prioridades, en 

función de la probabilidad y el impacto de cada riesgo. Por ejemplo:  

Tabla 4 . Determinación de prioridades 

Probabilidad de cada riesgo:  

Riesgo 1: posibilidad 0% 

Riesgo 2. posibilidad de 0 a 5% 

Riesgo 3: posibilidad de 5 a 25% 

Riesgo 4: posibilidad de 25 a 50% 

Riesgo 5: posibilidad de 50 a 100% 

Impacto de cada riesgo 

Pequeño 

Limitado 

Bastante importante 

Serio 

Desastre 

 

Fuente: elaboración propia basada en Unión Europea 

A partir de la determinación de prioridades, es preciso definir el plan de acción.  Como 

se puede ver en la tabla 3.7, el riesgo puede ser aceptable (riesgo uno y dos, con impacto 

pequeño y limitado), dañino (riesgos tres y cuatro con impacto importante y serio) o 

crítico (riesgo cinco con impacto desastroso). Frente a estos riesgos, se analizan las 

medidas existentes y esto puede dar lugar a una cobertura de riesgo: 

. Suficiente.                           Parcial                                      Insuficiente 

 

El plan de acción se centra en las coberturas de riesgo parciales y sobre todo insuficientes. 

Y, definidas las medidas, tiene que aclarar: 

 

• Cómo se llevarán adelante las medidas 

• Quién es responsable de cada una y de la coordinación 

• Qué medios son necesarios 



• Cómo se controlará la calidad del trabajo 

• Cuándo se van a llevar adelante: a corto y a medio-largo plazo 

• Cómo informar a los afectados 

 

B. Política de denuncias y protección al denunciante 

En la detección de casos de incumplimiento de las normas éticas es muy importante el 

instrumento de la denuncia interna o externa a la propia organización donde se desarrolla 

el caso. Se ha comprobado que, aunque la mayoría de los países promocionan e, incluso, 

obligan a denunciar los incumplimientos que se conozcan, estas denuncias no se producen 

salvo cuando hay protección al denunciante, es decir, cuando se protege al denunciante 

que actuó sensata y honestamente de posibles represalias posteriores. Por esta razón, el 

sistema debe incorporar un programa de denuncias de incumplimientos con protección al 

denunciante, máxime cuando en la Unión Europea se acaba de aprobar la Directiva (UE) 

2019/1937 del Parlamento europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la 

protección de las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión.  El 

denunciante, o alertador, sería la persona física o jurídica que pone en conocimiento 

público, de autoridades competentes o de terceros, mediante información o denuncia 

personalizada o anónima, actos u omisiones presuntamente fraudulentos, abusivos o 

corruptos que atenten contra el interés general, y constituyan vulneraciones del 

ordenamiento jurídico o de los códigos éticos debidamente establecidos, y que puedan 

dar lugar a exigencias de responsabilidades. Obviamente, la denuncia por parte del 

alertador debe presuponer para éste la existencia de una creencia, justificada y racional, 

de que la información revelada es cierta y se refiere a una conducta o hechos contrarios 

al interés público y general.  

El ámbito material que se podría denunciar debe ser amplio: conductas corruptas, 

incumplimiento de códigos éticos, incumplimiento de normas administrativas de buena 

administración, falseamiento de datos en las declaraciones de intereses, casos de 

despilfarro incluidos. La protección inicial puede consistir en mantener la anonimidad, 

en dar garantías de testigo protegido o en asegurar a través de procedimientos y órganos 

especiales la posibilidad de demandar auxilio a lo largo de toda su vida profesional a 

quien habiendo denunciado sufra represalias. En concreto, sobre la anonimidad, es la más 

robusta protección que se le puede ofrecer a un ciudadano alertador y ya ha sido 

reconocido como cauce justo y necesario en España por la Fiscalía en sus 

recomendaciones desde 1993, así como por diferentes disposiciones legales de nuestro 

ordenamiento y por organizaciones como la ONU en su «Report on Encryption, 

Anonymity, and The Human Rights Framework» de 2015. La protección al denunciante 

puede, en ocasiones, tener que ampliarse a facilitadores, terceros que estén relacionados 

con el denunciante o alertador y que puedan sufrir represalias, o incluso las entidades 

jurídicas que sean propiedad del denunciante, para las que trabaje o con las que mantenga 

cualquier otro tipo de relación. En concreto, una adecuada protección incluiría5:  

a) Derecho a la confidencialidad y al anonimato, a tal efecto, y con el objetivo de cumplir 

y hacer cumplir el correspondiente deber de reserva y protección de la identidad de la persona 

denunciante, se establecerán reglamentariamente las sanciones que se impondrán a aquellas 

 
5 Medidas tomadas de la propuesta de Ley de Prevención y Lucha contra la Corrupción presentada a los 

grupos parlamentarios por una serie de colectivos dedicados a la lucha anti-corrupción.  



administraciones, medios de comunicación, entidades, personas físicas o jurídicas que revelen 

y/o difundan datos del mismo.  

b) Derecho a la asesoría legal en relación con la denuncia realizada, que le prestará la 

Autoridad competente. 

c) Derecho de asesoramiento sobre los procedimientos que, en su caso, se interpongan 

contra la persona denunciante con motivo de la denuncia. 

d) Derecho a recibir la comunicación de archivo o inicio de la investigación, así como 

sobre las conclusiones de la investigación. 

e) Derecho a que la denuncia o alerta presentada ante la Autoridad finalice mediante 

resolución expresa y motivada en los términos y plazos previstos en la Ley. 

f) Derecho a la indemnidad laboral, sin que pueda sufrir ningún género de perjuicio o 

menoscabo en su estatuto personal y carrera profesional como consecuencia de la denuncia 

presentada. En caso de despido éste se considerará nulo a los efectos de lo dispuesto en el texto 

refundido del Estatuto de los Trabajadores. También se considerarán nulos de pleno derecho 

los acuerdos, resoluciones y decisiones que atenten contra la indemnidad laboral de la persona 

denunciante, salvo que la autoridad o superior jerárquico que los hubiese adoptado demuestre 

que no tienen ni traen causa alguna de la denuncia presentada. 

g) Derecho a la movilidad interadministrativa, en los términos previstos en el Estatuto de 

los Trabajadores o del Empleado público, a la reducción o a la reordenación de su tiempo de 

trabajo, a la movilidad geográfica, al cambio de centro de trabajo, a la suspensión de la relación 

laboral con reserva de puesto de trabajo y a la extinción del contrato de trabajo. 

h) Derecho a la indemnización por daños y perjuicios derivada de la responsabilidad 

patrimonial de las administraciones públicas cuando se acredite la existencia de un daño 

individualizado y determinado económicamente como consecuencia directa de la denuncia, en 

los términos y plazos previstos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Dicha indemnización podrá cubrir 

los daños patrimoniales, el lucro cesante y los daños no patrimoniales. 

i) Derecho a recibir apoyo psicológico o médico, cuando así lo requiera a causa de 

trastornos, alteraciones o cualquier tipo de perturbación derivada de los hechos denunciados. 

j) Derecho, en su caso, a las ayudas sociales que se establezcan. 

k) Derecho a su seguridad personal y familiar. Las personas denunciantes y sus familias 

recibirán protección policial cuando comuniquen la existencia de un peligro o amenaza sobre 

su vida, su integridad física o sobre sus bienes, como consecuencia de la revelación de la 

denuncia o de la divulgación de dichas informaciones, de acuerdo con lo previsto en las leyes. 

l) Derecho a la adopción medidas de protección comprendidas Ley Orgánica 19/1994, de 

23 de diciembre, de protección a testigos y peritos en causas criminales, para el caso de que se 

hubieran acordado en sede judicial, cuya ejecución le corresponde a la Autoridad Nacional.  

C. Prácticas de gobierno abierto 

Como indica la Carta Iberoamericana de Gobierno Abierto, éste está “fundado en los 

pilares de transparencia y acceso a la información, de rendición de cuentas públicas, de 

participación ciudadana y de colaboración para la innovación”. Más aún, la propia carta 

establece como uno de los principios en que se funda la misma el de ética pública e 

integridad: entendido como la observancia de valores y el deber de los servidores 

públicos de actuar con rectitud, lealtad y honestidad, promoviendo la misión de servicio, 



la probidad, la honradez, la integridad, la imparcialidad, la buena fe, la confianza mutua, 

la solidaridad, la corresponsabilidad social, la dedicación al trabajo en el marco de los 

más altos estándares profesionales, el respeto a los ciudadanos, la diligencia, la austeridad 

en el manejo de los fondos y recursos públicos, así como la primacía del interés general 

sobre el particular”.  Finalmente, la Carta indica que “en el marco de la promoción y 

fortalecimiento del gobierno abierto, como vía para contribuir al buen gobierno, se 

requerirá la existencia de altos estándares éticos y códigos de conducta que pauten el 

comportamiento de las autoridades y funcionarios públicos y conduzcan al 

establecimiento de una genuina cultura de integridad y transparencia”.  

En suma, la cultura de la ética pública es el fundamento de un gobierno abierto y el 

gobierno abierto es un incentivador de conductas honestas y desincentivador de las 

deshonestas.  Por todo ello, el sistema debe incorporar, en el marco de la normativa 

existente, mecanismos de transparencia activa, pasiva y focalizada, la potenciación de los 

datos abiertos, la incorporación de nuevas tecnologías y redes sociales digitales como 

medio para generar espacios de escucha activa, vías coherentes con los postulados para 

la participación ciudadana en la gestión y toma de decisiones, y para su colaboración en 

la innovación y busca de soluciones.  

D. Gestión de los conflictos de interés 

Los conflictos de interés son una de las fuentes de riesgo para la integridad más 

importantes e invasivas. De ahí que la regulación y gestión de conflictos de interés se 

convierta en uno de los componentes esenciales de toda política de integridad a nivel 

nacional y, también, organizativo. Empleamos como referencia conceptual la definición 

genérica de la OCDE sobre conflictos de interés. La definición es la siguiente:  

“El conflicto de intereses de los responsables públicos6 es un conflicto entre obligaciones 

públicas e interés privado que puede indebidamente influir en el cumplimiento imparcial 

e independiente de sus obligaciones y responsabilidades” (OCDE, 2004). 

Nos remitimos a la unidad sobre códigos éticos para ver con un poco más de detalle este 

importantísimo tema.  

E. Inspecciones internas 

Todo subsistema de integridad debe conectarse con el sistema de control interno e 

inspección.  El propósito esencial del control interno es orientar a las entidades hacia el 

cumplimiento de sus objetivos y la contribución de éstos a los fines esenciales del Estado. 

El control interno proporciona una estructura para el control de la estrategia, de la gestión 

y de la evaluación, además de aplicar el sistema de responsabilidades previsto en las 

normas. Un sistema eficaz de control interno requiere que las Oficinas de Control Interno, 

Unidades de Auditoría Interna o quien haga sus veces posean las competencias y medios 

adecuados para alcanzar los fines antes mencionados. 

Concebimos el Control Interno como un conjunto de elementos interrelacionados, donde 

intervienen todos los servidores de la entidad y que le permite a esta estar siempre atenta 

a las condiciones de satisfacción de los compromisos contraídos con la ciudadanía, 

garantiza la coordinación de las acciones y la fluidez de la información y comunicación, 

 
6. Responsable público se refiere a todo tipo de cargo público, sea electo o de nombramiento, sea en el gobierno central o en 

gobiernos sub-nacionales. 



y anticipa y corrige, de manera oportuna, las debilidades que se presentan en el quehacer 

institucional. 

Dentro del marco de Control Estratégico el control interno se debe estructurar en tres 

Componentes: Ambiente de Control, Direccionamiento Estratégico y Administración de 

Riesgos, orientados todos ellos a generar los estándares que autocontrol en la entidad. El 

ambiente de control pretende que los servidores públicos al servicio del Estado apliquen 

el autocontrol y el control interno en las acciones que realizan en la entidad, para lograrlo 

se requiere que conozcan los fines esenciales del Estado, su función y objetivos, así como 

los parámetros éticos y morales que deben regir la función pública. Está compuesto por 

aspectos relacionados con la cultura ética de la entidad que debe ser construida 

participativamente con todos los servidores de la entidad, por las políticas de desarrollo 

del talento humano y por el estilo de dirección.  Muy importante en la labor de control es 

el control de la legalidad e integridad y la posibilidad de que, de oficio o por denuncia, se 

abran las investigaciones correspondientes para dirimir la responsabilidad penal o 

disciplinaria correspondiente. En suma, que las unidades de control interno también 

pueden contribuir al control del cumplimiento del Código ético, pues en muchas 

organizaciones promocionan la formación adecuada para ello, controlan los conflictos de 

interés, desarrollan evaluaciones de riesgo, contribuyen al diagnóstico ético de la 

organización, abren las investigaciones correspondientes por posibles responsabilidades 

penales o disciplinarias y, en definitiva,  obligan a asumir los requisitos de tipo moral, 

ético, de responsabilidad, de transparencia, y compromiso con el servicio 

Fase 4. Sancionar e imponer 

En caso de que a través de los sistemas de control o denuncia se detecten incumplimientos 

de los Códigos de BG y éticos, o de las normas que regulan la integridad, es preciso tener 

mecanismos que permitan generar consecuencias para los incumplidores. Para empezar, 

todo código debe establecer lo que son sus incumplimientos, los niveles de 

incumplimiento y definir las consecuencias que se puedan derivar de ello. Si se acredita 

un incumplimiento se debe activar un sistema interno de investigación que puede terminar 

con reconvención moral para la persona en el puesto de trabajo que ocupe o, en su caso, 

con la formulación de recomendaciones a los órganos competentes para que se corrijan 

las desviaciones producidas.  

Ahora bien, el Código no tiene, en sí mismo, valor disciplinario o de reconvención penal, 

salvo por las consecuencias que potencialmente se puedan anudar a su incumplimiento 

(por ejemplo, si además del incumplimiento existe un delito o falta disciplinaria) o porque 

las conductas establecidas puedan servir de elemento interpretativo de los tipos de 

infracciones que, en su caso, se establezcan en las leyes. En tal sentido, las faltas muy 

graves definidas en el código podrían dar lugar a la apertura de expediente disciplinario 

por faltas muy graves y a las sanciones, en su caso, correspondientes. Pero el Código no 

establece sanciones disciplinarias, ni obviamente, penas criminales. En suma, el 

incumplimiento de las normas del Código puede dar lugar para los empleados públicos a 

sanciones tras su reconversión en faltas disciplinarias o incluso a penas de cárcel tras el 

correspondiente proceso penal, pero sólo de esta forma y siempre instruidas por el órgano 

competente.  

Por ello, independientemente de que incorporen mecanismos de sanción, y de que se 

relacionen y confluyan con normas disciplinarias, deben mantenerse separados sus 

sistemas de sanción de los sistemas disciplinarios; la razón fundamental es que la no 

observación de algunos estándares no tiene por qué conllevar una infracción disciplinaria, 



aunque prácticamente toda sanción disciplinaria sí deba tener una referencia en los 

códigos éticos en tanto que son bases axiológicas que deben guiar la conducta de los 

servidores públicos y espacio de definición de criterios conformadores del marco 

disciplinario. Las sanciones por incumplimiento de los códigos deben ser de naturaleza 

puramente preventiva y basada en la censura moral. Ahora bien, si el incumplimiento 

conlleva delitos o faltas disciplinarias, el mecanismo de detección debe transmitir a los 

órganos competentes la información para que se proceda a la investigación y, en su caso, 

sanción correspondiente.  

Consecuentemente, todo subsistema de integridad debe disponer, a través del Código 

ético o de una norma específica, de un marco donde se definan los incumplimientos, sus 

niveles de gravedad y las consecuencias que se podrían derivar de ello. Las consecuencias 

pueden ser la remisión al Ministerio fiscal o al órgano disciplinario correspondiente. La 

sanción por incumplimiento exclusivo de las reglas éticas debe ser el reproche por escrito 

previo procedimiento oportuno.  

Fase 5. Evaluar 

La información contenida en el diagnóstico debe quedar constituida en línea base para la 

evaluación posterior de los impactos de los instrumentos que se implementen para el 

mejoramiento de la Gestión Ética. A partir de esta información, es preciso generar un 

sistema de evaluación del funcionamiento del subsistema en la mejora del clima ético y 

en la reducción de los casos de conductas no éticas en la organización. 

2.2 Los órganos específicos de gestión de la integridad 

A. Comité de Ética   

Los Comités de Ética, en general, tienen como objeto fomentar el correcto proceder de 

los servidores públicos de la institución a la que pertenezcan, promover la implantación 

y buen funcionamiento de los instrumentos esenciales  del subsistema, asesorar en la toma 

de decisiones y medidas institucionales relacionadas con la integridad, recibir denuncias 

y, en su caso, proponer solicitudes de sanción o reprobar éticamente a los servidores 

públicos que actúen de forma contraria al Código.  

Los Comités (CE) deben estar conformados por servidores públicos de la entidad a la que 

pertenezcan. Para la selección de sus miembros se tomará en cuenta a personas de 

reconocida integridad moral, también se considerará su trayectoria profesional, conducta, 

méritos personales y disposición a colaborar con la consecución de los fines de integridad. 

En todo caso, para poder participar será preciso haber superado un proceso de 

acreditación en ética, basado en cursos y seminarios específicos. También podrán formar 

parte de la misma representantes de la sociedad civil, a seleccionar por la entidad de entre 

personas de reconocido prestigio e implicadas en la promoción de la integridad en el 

servicio público cuya presencia será a tiempo parcial y pro bono.   

El proceso de conformación del CE será regido por los criterios de trasparencia, 

funcionalidad, objetividad e independencia. También, se podrían llevar a cabo procesos 

de votación en los que participarán los servidores públicos de la institución, pudiendo 

postular y postularse siempre que cumplan los requisitos antes enunciados.  El 

comportamiento y conducta de los miembros determinarán su permanencia como 

integrantes del CE, por lo que estos deberán exhibir un comportamiento apegado a la ética 

pública, el ordenamiento jurídico y los principios de la actuación administrativa. Los 



servidores públicos a designar como miembros deben tener espacio físico para realizar su 

labor en el domicilio de la sede principal de la entidad. Deberán tener también 

presupuesto suficiente para realizar su labor y contar con puestos de apoyo para labores 

administrativas y de apoyo.  

No deberían ser Miembros de los CE 

a) Directivos titulares: Ministros, Viceministros, Directores y demás cargos de similar 

jerarquía.  

b)  Quienes ostenten un cargo de confianza política.  

c) Servidores públicos sancionados por la comisión de una falta disciplinaria muy grave 

o grave no prescrita.  

d) Quienes estén prestando un servicio mediante un contrato de trabajo por tiempo 

definido. 

e) Quienes hayan sido sancionados mediante sentencia firme por la comisión de una 

infracción de naturaleza penal. 

Finalmente, los miembros de los Comités no deberían poder ser cesados durante su 

mandato, salvo por actuaciones contrarias a la ética pública en sus diversas dimensiones 

y siempre mediante debido procedimiento. Tras el fin de su mandato no podrán en ningún 

caso ser represaliados por su actuación, para ello se establecerán las medidas legales que 

lo impidan.   

B. Otros órganos 

Para empezar, no puede haber plena integridad en una organización si su dirección lo 

impide o no se implica suficientemente en la promoción de la ética. Por ello, como se 

establece en Chile, “el jefe/a superior de servicio es la máxima autoridad de la institución. 

Es quien representa al organismo y toma las decisiones institucionales. El rol que tiene 

como referente ético lo transforma en una figura “movilizadora” para la organización y 

sus funcionarios/as. La visibilidad y escrutinio a que están sometidos provoca que su 

influencia vaya más allá de los funcionarios públicos, llegando a la ciudadanía. Las 

decisiones que tome el jefe/a superior de servicio, su coherencia, impulso a los valores 

institucionales, ejemplo y fortaleciendo del instrumento, debe disipar o aclarar dilemas 

éticos institucionales. Este liderazgo es integrado a la estructura ética, coexistiendo de 

manera armoniosa con las normas, los procedimientos, los códigos, los sistemas de 

capacitación y de difusión, los mecanismos de control y sanción y las políticas de gestión 

de personas de cada organización, los asesores jurídicos y de recursos humanos deben 

apoyar al jefe superior en esta labor” (Carrizo y Durán, 2017b, pp. 16-17).  

En algunos países se han creado, además, órganos unipersonales específicos de gestión 

de la integridad.  Por ejemplo, en Chile, existe el Coordinador de Integridad: es el 

encargado de crear estrategias de gestión para implementar acciones y herramientas que 

permitan fortalecer una cultura organizacional con altos estándares éticos y advertir 

riesgos, previniendo el daño a la reputación y la posterior sanción a sus funcionarios y a 

la institución. El jefe/a superior debe nombrar al coordinador de su servicio e informar al 

Servicio Civil (Carrizo y Silva, 2017, p. 18). Mientras que en otros, como Estados Unidos, 

existe un órgano, la Office of Government Ethics (OGE), que nombra responsables de 

ética para las agencias del Gobierno federal, responsables que auxilian a las autoridades 



de cada agencia en las políticas anticorrupción y de integridad, especialmente en lo 

referente al desarrollo del control de los conflictos de interés, el asesoramiento, la 

formación. Junto a las unidades descentralizadas existe una unidad central de dirección, 

coordinación, control y promoción en la propia OGE.  
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